
RESOLUCIÓN DE 27 DE ABRIL DE 2022 DE LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID, POR LA QUE SE DESARROLLA EL PRINCIPIO DE INDEPENDENCIA PARA EL EJERCICIO DE LAS FUNCIONES DE CONTROL ATRIBUIDAS A LA INTERVENCIÓN GENERAL DE LA COMUNIDAD DE MADRID. 
Modalidad de informe: Resolución.

Áreas temáticas: Función interventora.

Informe vigente
La Intervención General de la Comunidad de Madrid en el ejercicio de sus funciones actúa con plena autonomía e independencia respecto de las autoridades y demás entidades sobre las que ejerce el control interno. 
El principio de autonomía o independencia del personal de la Intervención General en el desarrollo del control es fundamental para asegurar la confianza pública en la fiabilidad de sus resultados e informes, a la vez que garantiza que el ejercicio de sus funciones esté sometido a estrictos criterios técnicos y profesionales, acompañados de sólidos principios éticos, en especial los de integridad y objetividad.
El artículo 16 de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, establece el principio de autonomía de la Intervención General de la Comunidad respecto de las autoridades y demás entidades cuya gestión fiscalice. Por su parte, el Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid, cuando relaciona los principios aplicables al control interno –artículo 3.2- extiende dicho principio a todo el control interno, no sólo a la fiscalización, indicando, además, que “A tales efectos, los funcionarios que realicen el mismo tendrán independencia funcional y jerárquica respecto de los titulares de las entidades cuya gestión controlen”. 
No obstante, el reconocimiento del principio de independencia no basta por sí mismo, siendo necesario su desarrollo en normas concretas que identifiquen los riesgos y establezcan sistemas internos de salvaguarda y control que garanticen su respeto, de forma que se asegure la confianza pública en la profesionalidad y la fiabilidad de la actuación y los resultados de la labor de control del personal de la Intervención General de la Comunidad de Madrid

En el ámbito de la actividad administrativa ya existe un conjunto de normas para la salvaguarda de la actuación de los empleados públicos, resultando oportuno, en este momento, aprobar una norma específica sobre la protección del principio de independencia para el ejercicio de las funciones de control atribuidas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid mediante la presente resolución, presidida por la idea de que no podrán participar ni influir en el desarrollo y resultado de las actuaciones de control, aquellas personas que tengan una relación con el órgano o entidad controlados que pueda generar un conflicto de intereses o ser percibida, generalmente, como causante de un conflicto de intereses.
Con carácter general, en el derecho comunitario -Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 18 de julio de 2018, sobre las normas financieras aplicables al presupuesto general de la Unión, Directiva 2014/24/UE del Parlamento Europeo y del Consejo, de 26 de febrero de 2014, sobre contratación pública, y demás acervo comunitario-  se hace referencia en numerosas ocasiones al concepto conflicto de intereses. 
En el concreto ámbito del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia se ha dictado la Orden HFP/1030/2021, de 29 de septiembre, por la que se configura el sistema de gestión del Plan de Recuperación, Transformación y Resiliencia. Para la ejecución de dicho Plan los Estados miembros de la Unión Europea -beneficiarios o prestatarios de fondos en el marco del Mecanismo de Recuperación y Resiliencia-, adoptarán todas las medidas adecuadas para proteger los intereses financieros de la Unión y para asegurar que la utilización de los fondos en relación con las medidas financiadas por el Mecanismo se ajuste al Derecho aplicable de la Unión y nacional, en particular en lo que se refiere a la prevención, detección y corrección del fraude, la corrupción y los conflictos de intereses, así como la exigencia de establecer un sistema de control eficaz y eficiente que permita recuperar los importes abonados erróneamente o utilizados de modo incorrecto.
La Comunidad de Madrid, en el ejercicio de sus competencias, ha aprobado un Plan de medidas antifraude, en el que se establece que “todas las autoridades y el personal de la Comunidad de Madrid que intervengan en la gestión y ejecución de subproyectos y actuaciones financiadas con el Mecanismo de Recuperación y Resiliencia cumplimentarán la declaración de ausencia de conflicto de intereses.”
En lo que se refiere al control el Plan de medidas antifraude (al igual que la Orden 1030/2021) se estructura en tres niveles: control realizado por el órgano gestor (nivel I); control interno realizado por órgano independiente (nivel II); auditorías y controles ex post (nivel III). La declaración de ausencia de conflicto de intereses. –DACI-, no se exige a los órganos que realizan el control de nivel II y III, pero esto no puede entenderse, de ningún modo, como una menor exigencia respecto a los órganos de control independientes, sino todo lo contrario, ya que se está subrayando y reforzando la imagen de escrupulosidad, imparcialidad y neutralidad de la Intervención. 
Ello reafirma la necesidad de dictar una resolución sobre independencia del personal de la Intervención General para disponer de una norma adecuada al momento actual y futuro, dada su vocación de permanencia.
En el ámbito estatal se ha dictado la Resolución de 20 de septiembre de 2017, por la que se desarrolla el principio de independencia para el ejercicio de las funciones de control atribuidas a la Intervención General de la Administración del Estado. A su vez, las especialidades del régimen del control financiero y de las funciones de auditoría, recogidas en la normativa específica de auditorías del sector público, ha motivado que, en desarrollo de la citada Resolución se hayan dictado dos Instrucciones para regular el principio de independencia de forma específica, por una parte, para el ejercicio de la función interventora y por otra, para el control financiero, auditoría y el control de fondos europeos.
En el ámbito de la Comunidad de Madrid, considerando adecuado dicho planteamiento, se ha adoptado el mismo criterio, conteniendo la presente resolución una primera sección que establece las líneas de actuación generales que son comunes a las diferentes formas de control para reforzar la independencia en las actuaciones, regulando en la sección segunda las características específicas para la función interventora y en la sección tercera las correspondientes a control financiero, auditoría y el control de fondos europeos.

Se incorporan nueve anexos, los dos primeros comunes a ambos tipos de control, en los que se recogen las definiciones de términos incluidos en la resolución (Anexo I) y la regulación pública general más relevante relacionada con la independencia y la incompatibilidad (Anexo II). Los Anexos III y IV, son específicos para el personal de la Intervención General sometido a las disposiciones recogidas en la sección segunda y los Anexos del V al IX, específicos para el personal sometido a las disposiciones de la sección tercera de la presente resolución. 
En consideración a lo expuesto y al fin señalado, esta Intervención General, en ejercicio de la competencia establecida en el artículo 34 h) del Decreto 234/2021, de 10 de noviembre, del Consejo de Gobierno, por el que se establece la estructura orgánica de la Consejería de Economía, Hacienda y Empleo, dispone:

Sección Primera

Normas comunes

Primero. Objeto.

1. La presente resolución tiene por objeto el desarrollo del principio de independencia que ha de regir el ejercicio de las funciones de control atribuidas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid, en los términos previstos en la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y su normativa de desarrollo, sobre la gestión económico-financiera del sector público autonómico, mediante el ejercicio de la función interventora, el control financiero y auditoría y el control de los fondos de la Unión Europea.
2. En el Anexo I de esta resolución se recogen las definiciones en materia de protección de la independencia y la incompatibilidad y en el Anexo II se relaciona la regulación pública más relevante relacionada con dichos conceptos, siendo estos dos Anexos comunes para todo tipo de control.
Segundo. Ámbito de aplicación.

Las normas incluidas en esta resolución serán de aplicación a todo el personal dependiente de la Intervención General de la Administración de la Comunidad de Madrid en el ejercicio de las funciones de control atribuidas a este centro directivo, en concreto la función interventora, el control financiero, la auditoría y el control de los fondos europeos.
Tercero. Principio general de independencia.

1.El personal de la Intervención General de la Comunidad de Madrid comprendido en el ámbito de aplicación de esta resolución, en el ejercicio de sus funciones de control, actuará con independencia respecto de los órganos, unidades y entidades objeto de control, actuando con total objetividad.
2.La presente resolución establece los mecanismos generales que permiten detectar e identificar las amenazas a la independencia.
3.Para garantizar el principio de independencia se establece que no podrán participar ni influir, de ninguna manera, en el desarrollo y resultado de las actuaciones de control, aquellas personas que tengan una relación con el órgano o entidad controlado que pueda generar un conflicto de intereses o ser percibida, generalmente, como causante de un conflicto de intereses.
Cuarto. Riesgos para la independencia.

1.Es objeto de la presente resolución prevenir no solo las situaciones de incompatibilidad sino también el riesgo de amenaza a la independencia.

2.Las amenazas a la independencia podrán proceder de factores como la autorrevisión, interés propio, familiaridad o confianza, o intimidación, derivados de la existencia de conflictos de intereses o de alguna relación laboral, familiar o de otra clase, ya sea directa o indirecta.
3.El personal controlador deberá realizar, con la periodicidad y procedimientos que se definen en la presente resolución en función del tipo de control, un análisis de su situación respecto al ente objeto de control a efectos de identificar posibles amenazas a la independencia. Estos análisis deberán documentarse en función de las normas que se establecen para cada tipología de control.
Quinto. Circunstancias de incompatibilidad del personal controlador.

1.En todo caso, los empleados públicos que desempeñen funciones de control de las sometidas al ámbito de aplicación de esta resolución no podrán tener simultáneamente la condición de miembro del órgano de administración de ninguna de las entidades del sector público que constituyan el ámbito subjetivo de control al que estén adscritos.

En consecuencia, el personal indicado no podrá aceptar el nombramiento como administrador o deberá renunciar a él en el plazo máximo de un mes desde su incorporación a un puesto de trabajo de la Intervención General.

2.Existirá incompatibilidad para participar directamente en actuaciones de control en la entidad de que se trate, cuando se tenga o se haya tenido la condición de miembro del órgano de administración o se haya desempeñado un puesto de trabajo de alta dirección o de alto cargo en la entidad objeto de control, en los dos años anteriores al inicio de la actuación de control. También concurrirá esta circunstancia cuando se hubieran desempeñado funciones de responsable del área económica financiera o de supervisión o control interno en la entidad objeto de control, en los dos años anteriores al inicio de la actuación de control, cualquiera que sea el vínculo con la entidad.

3.Existirá incompatibilidad para participar directamente en actuaciones de control en las entidades u órganos en las que el personal de control tenga vínculos familiares estrechos con personas que pertenezcan a los órganos de administración o sean altos cargos, desempeñen puestos de trabajo de alta dirección, sean responsables del área económico-financiera o responsables de las funciones de supervisión o control interno en la entidad objeto de control, cualquiera que sea el vínculo que tuvieran con dicha entidad.

A efectos de esta resolución, se entiende por familiares con vínculos estrechos los cónyuges o quienes mantengan análoga relación de afectividad, quienes tengan vínculos de consanguinidad en primer grado y quienes, con independencia del grado, tengan vínculos de consanguinidad y vivan en su hogar durante un período mínimo de un año.

4.El personal controlador que esté incurso en una circunstancia de la que derive incompatibilidad deberá comunicarlo inmediatamente a la subdirección general de control financiero, o en su caso, a la intervención delegada, o unidad de control material de la inversión correspondiente. Si la causa de incompatibilidad concurriese en el titular de la subdirección general de control financiero o en el jefe de la intervención delegada o de la unidad de control material de la inversión, se deberá comunicar a la Intervención General de la Comunidad de Madrid por conducto de la subdirección general de intervención y fiscalización.
Sexto. Circunstancias que generan amenazas a la independencia del personal controlador.

1.Cuando concurra alguna de las siguientes circunstancias o situaciones en el personal controlador que participe directamente en los trabajos, se deberán ejecutar los procedimientos de evaluación de amenazas a la independencia a los efectos de aplicar, en su caso, las correspondientes salvaguardas:

1.º Tener vínculos familiares estrechos con personal perteneciente al órgano controlado, distintos de los señalados en el epígrafe 3 del anterior apartado quinto.

2.º Tener amistad íntima o enemistad manifiesta con los gestores o responsables de la entidad, o tener una cuestión litigiosa con la entidad controlada o con alguno de sus directivos.

3.º Estar incurso en procesos judiciales penales por hechos cometidos en el ejercicio de actuaciones competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
4.º Realizar actuaciones de control que afecten a decisiones o trabajos realizados anteriormente en la entidad objeto de control.

No se considera amenaza a la independencia la realización simultánea o sucesiva de las distintas modalidades de control competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid sobre una misma entidad.

5.º La asistencia a órganos colegiados en la entidad objeto de control, salvo que se cumplan alguno de los siguientes requisitos:

i. Actuaciones previstas en la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y en las demás normas presupuestarias y reguladoras de la gestión económica-financiera del sector público autonómico, distintas de las de control, atribuidas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid y sus Intervenciones Delegadas
ii. Que no tengan un efecto directo o tengan un efecto de poca importancia relativa, por separado o de forma agregada, en las actuaciones objeto de control.

iii. Cualesquiera otras actividades derivadas de las competencias asignadas en las leyes que se hagan en el entorno o como complemento de la función interventora o de las actuaciones de control financiero, auditoría pública, o control de fondos de la Unión Europea.

6.º Haber tenido una relación laboral con la entidad objeto de control en los dos años anteriores al inicio de la actuación de control.

2.La detección de la existencia de los riesgos señalados no excluye la posibilidad de que hubiera otros de similar naturaleza o efectos que también, una vez documentados y descritos de forma precisa, pudieran afectar a la independencia. Sin perjuicio de lo indicado, en ningún caso se tendrán en consideración riesgos de carácter genérico o inespecífico cuyo efecto no pueda ser concretado o evaluado.
Séptimo. Procedimiento de identificación y comunicación de situaciones de riesgo.
1.En el caso de que, del análisis de las situaciones de riesgo, el personal de la Intervención General en el ejercicio de sus funciones de control detectara una amenaza a la independencia, lo comunicará inmediatamente, en función del ámbito orgánico en el que se encuentre, al titular de la subdirección general de control financiero, o en su caso, de la de unidad de control material de la inversión o de la intervención delegada correspondiente, los cuales adoptarán las medidas para que la participación en las actuaciones de control queden suspendidas.
2.Si las medidas adoptadas no son suficientes para mitigar, eliminar o reducir a niveles razonables el riesgo o si las amenazas concurren en el subdirector general de control financiero, o en el jefe de la unidad de control material de la inversión o de la intervención delegada, la comunicación se trasladará al titular de la Intervención General de la Administración de la Comunidad de Madrid por conducto de la subdirección general de intervención y fiscalización.
3.Asimismo, los responsables de las unidades o entidades objeto de control podrán poner, de forma motivada y documentada, en conocimiento del responsable de la actuación de control aquellas situaciones en las que entienda que la independencia del personal controlador pudiera verse comprometida. El responsable del control analizará dicha comunicación y adoptará las medidas para que la participación en las actuaciones del personal afectado quede suspendida.
Si las medidas adoptadas no son suficientes para mitigar, eliminar o reducir a niveles razonables el riesgo o si las amenazas concurren en el subdirector general de control financiero, o en el jefe de la unidad de control material de la inversión o de la intervención delegada, la comunicación se trasladará al titular de la Intervención General de la Administración de la Comunidad de Madrid por conducto de la subdirección general de intervención y fiscalización.
Octavo. Deber de colaboración.

1.Todos los funcionarios y personal de los órganos y unidades de la Intervención General de la Comunidad de Madrid deberán prestar a los órganos responsables de las unidades de control, o en su caso, a la Intervención General la máxima colaboración para el mejor cumplimiento de sus funciones.

2.Los órganos responsables de las unidades de control y la Intervención General, en el ejercicio de sus funciones, tendrán acceso a la documentación e información de que dispongan los órganos y unidades objeto de control, cualquiera que sea su naturaleza. Dicho acceso quedará limitado al ámbito estricto del objeto de los controles para garantizar la independencia del personal controlador, sin que en ningún caso pueda extenderse a datos que afecten a la intimidad de las personas o a los derechos de terceros.
Noveno. Responsabilidades.

El personal de la Intervención General de la Comunidad de Madrid que no comunique las circunstancias de incompatibilidad o de amenaza a la independencia estará sujeto a las responsabilidades que procedan.
Sección segunda

Normas relativas a la función interventora

Décimo. Función interventora.

Las normas contenidas en la presente sección se refieren al principio de independencia para el ejercicio de las funciones de control atribuidas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid, en el ámbito de la función interventora, incluidas las ejercidas por la unidad de control material de la inversión.
También se entenderán incluidas en esta sección las funciones de control posterior realizadas por las intervenciones delegadas en su ámbito de control, en los casos en los que la modalidad de control sea fiscalización previa de requisitos esenciales, así como cuando la modalidad de fiscalización previa se sustituya por control financiero permanente.
Decimoprimero. Autoevaluaciones y comunicaciones.
1.El personal que realice funciones interventoras deberá efectuar una autoevaluación que consistirá en el análisis de su situación respecto del ámbito objeto de control en la unidad de control a la que esté asignado, a efectos de identificar posibles situaciones de incompatibilidad o amenazas a la independencia.

A efectos de documentar esta autoevaluación, dicho personal deberá cumplimentar y presentar la declaración firmada conforme al modelo aprobado en el Anexo III de la presente resolución (confirmación de independencia del personal de la intervención delegada o unidad de control material de la inversión en actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora), con ocasión de la adscripción a cada una de las unidades de control a las que sean designados.
2.Si, como resultado de dicha autoevaluación, el empleado público considerase que concurren en su persona circunstancias de incompatibilidad o riesgo para la independencia lo comunicará inmediatamente y, en todo caso, antes de realizar cualquier actuación de control al titular de su unidad administrativa conforme al modelo establecido en el Anexo IV, relativo a la comunicación de situaciones de incompatibilidad o de amenaza a la independencia del personal de la intervención delegada o unidad de control material de la inversión, en actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora.
3.En el caso de que, con posterioridad a dicha autoevaluación, se produzca una situación sobrevenida de incompatibilidad o riesgo para la independencia se comunicará igualmente según lo establecido en dicho Anexo IV.
Se entiende por titular de la unidad administrativa, en las intervenciones delegadas el interventor delegado jefe y en la unidad de control material de la inversión, el jefe de dicha unidad. 
El titular de la unidad administrativa valorará la adopción de medidas que mitiguen, reduzcan o eliminen el riesgo en cuyo caso no será necesaria comunicación a la Intervención General, si bien deberá dejarse constancia documental de las medidas adoptadas junto con la comunicación realizada por el personal afectado.

Si las medidas adoptadas no son suficientes para mitigar, eliminar o reducir a niveles razonables el riesgo o si las circunstancias concurren en los interventores delegados jefes o en el jefe de la unidad de control material de la inversión, las circunstancias se comunicarán a la Intervención General por conducto de la subdirección general de intervención y fiscalización.
Decimosegundo. Documentación de las comunicaciones.

El titular de cada unidad administrativa llevará un seguimiento y archivo de la documentación relativa a las comunicaciones que se produzcan en su unidad, en relación con su personal, así como de ellos mismos.
Decimotercero. Órganos competentes.
1.En los casos previstos en los puntos 2 y 3 del apartado decimoprimero de esta resolución se tramitará el oportuno procedimiento, cuya resolución determinará si existe o no causa de incompatibilidad o riesgo para la independencia en la persona del empleado público que ha efectuado la comunicación y, en caso afirmativo, se determinará el alcance y extensión de la misma.
Para ello, será competente para resolver el correspondiente procedimiento el titular de la unidad administrativa.
En el supuesto de que las causas de incompatibilidad o riesgo para la independencia afectaran al titular de la unidad administrativa el órgano competente para su resolución será el titular de la Intervención General de la Comunidad de Madrid. En estos casos para su comunicación se utilizará el modelo del Anexo IV de esta resolución.
2.En el caso de que el personal de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, en el ejercicio de sus funciones de control, detectara una amenaza a la independencia, lo comunicará inmediatamente, a los órganos citados en el epígrafe 1 de este apartado junto con una memoria en la que exprese su opinión sobre la relevancia de las circunstancias de incompatibilidad o riesgo para la independencia.
Decimocuarto. Procedimiento.

1.El procedimiento de identificación de situaciones de riesgo a la independencia o incompatibilidad se iniciará, en todo caso, cuando se reciba la comunicación a la que se refieren los epígrafes 2 y 3 del apartado decimoprimero de esta resolución.
También se podrá iniciar, motivadamente, por decisión del órgano competente cuando se tenga conocimiento o se detecte alguna causa de incompatibilidad o riesgo para la independencia en alguno de los empleados públicos que realiza funciones interventoras competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
2.La resolución que inicie el procedimiento podrá determinar, en su caso, de forma motivada, las medidas cautelares que se consideren oportunas.

3.En el plazo de 10 días hábiles el órgano competente dictará resolución en la que deberá señalar si existe o no incompatibilidad o riesgo para la independencia y, en su caso, las medidas a adoptar o la declaración de una situación de incompatibilidad que impida participar en las actuaciones de control.
Sección tercera

Normas relativas al control financiero, auditoría y control de fondos europeos
Decimoquinto.  Control financiero, auditoría y control de fondos europeos 
Las normas contenidas en la presente sección se refieren al principio de independencia para el ejercicio de las funciones de control financiero, auditoría y control de los fondos europeos atribuidas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
Decimosexto. Ámbito de aplicación.

Las normas incluidas en la presente sección serán de aplicación a todo el personal dependiente de la Intervención General de la Administración de la Comunidad de Madrid en el ejercicio de las funciones de control financiero, auditoría y control de los fondos europeos.
Decimoséptimo. Normativa aplicable.

Las actuaciones de control financiero, reguladas por la Ley 9/1990, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, el Decreto 45/1997, por el que se desarrolla el Régimen del Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid y por la normativa estatal y de la Unión Europea que sea aplicable, se desarrollará de acuerdo con lo establecido en la Circular 2/1997, de 27 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, de Control Financiero, en las Normas de Auditoría del sector público y en las instrucciones y criterios que establezca la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
Decimoctavo. Situaciones que generan riesgos de amenaza a la independencia.

Además de las recogidas en los apartados cuarto y sexto de esta resolución, se considerará que constituyen situaciones que generan riesgos de amenazas a la independencia, las siguientes:

a) Circunstancias derivadas de situaciones personales
1. Tener vínculos familiares distintos de los indicados como vínculos familiares estrechos en dichos apartados, con personas que pertenezcan a los órganos de administración o sean altos cargos, desempeñen puestos de trabajo de alta dirección, sean responsables del área económica-financiera o responsables de las funciones de supervisión o control interno de la entidad controlada.
2. Cualesquiera otras circunstancias que sin estar detalladas expresamente puedan generar conflicto de interés y poner en riesgo el principio de independencia. Tal es el caso de situaciones de intimidación o restricciones al normal desarrollo de la auditoría por imposición de restricciones temporales o en el empleo de medios o recursos personales, que no sean razonables o justificables, u orientaciones sesgadas del trabajo, restricciones de alcance que no se deriven de criterios técnicos, etc. 

3. Las amenazas descritas en los puntos 1 y 2 de este epígrafe a) se extenderán desde los dos años inmediatamente anteriores contados desde el inicio del control, hasta la fecha en que el auditor público finalice su trabajo.

b) Circunstancias derivadas de servicios prestados

1. La prestación a la entidad controlada de servicios de contabilidad o preparación de los registros contables o los estados financieros.

2. La prestación a la entidad controlada de servicios de valoración, salvo que no tengan un efecto directo o tengan un efecto de poca importancia relativa, por separado o de forma agregada, en la información contable o financiera objeto de control y que la estimación del efecto esté documentada de forma exhaustiva en los papeles de trabajo correspondientes al trabajo de control.

3. La prestación de servicios que generen riesgo de autorrevisión o de interés directo o cualesquiera otros riesgos de amenazas a la independencia. En particular, realizar actuaciones de control que afecten a decisiones o trabajos efectuados anteriormente en la entidad objeto de control que no se correspondan con competencias de control asignadas a la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
4. Actividades tendentes al mantenimiento de relaciones empresariales o profesionales al margen de la actividad competencial de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
5. La amenaza se extenderá respecto a la prestación de servicios que generan conflicto de intereses relacionadas en los puntos 1 a 4 de este epígrafe b) fuera del objeto de control de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, realizadas en el periodo comprendido desde el inicio del ejercicio anterior al controlado hasta la fecha en que el auditor público finalice su trabajo
Decimonoveno. Extensiones subjetivas del auditor público en las amenazas a la independencia

Se extiende el riesgo de amenaza a la independencia en el ejercicio de las funciones de control del auditor, a los siguientes sujetos:

· Cónyuges o quienes mantengan una análoga relación de afectividad.

· Quienes tengan vínculos de consanguinidad hasta cuarto grado.

· Quienes tengan cualquier grado de consanguinidad y vivan durante el periodo mínimo de un año en el hogar.

· Vínculo de afinidad hasta segundo grado.

Estas situaciones de riesgo de amenaza a la independencia también podrán darse en las entidades a que se refiere el apartado siguiente, referidas a extensiones subjetivas de la entidad controlada.
Vigésimo. Extensiones subjetivas de la entidad controlada en relación con las amenazas a la independencia.

1. Se considerará que el auditor público tiene un riesgo de amenaza a la independencia en el ejercicio de sus funciones de control cuando concurran en las entidades vinculadas con la entidad controlada relaciones que generen conflictos de interés derivadas de situaciones personales a las que se refieren los puntos 1 y 2 del epígrafe a) del apartado decimoctavo de esta resolución. En el concepto de vinculación se atenderá a lo indicado en la legislación que se aplique a la entidad controlada de acuerdo con su régimen jurídico.

2. Las amenazas del epígrafe b) del apartado decimoctavo de esta resolución, también generarán amenaza a la independencia cuando se presten a otras entidades con las que la entidad controlada tenga una relación de control, siempre que la prestación de estos servicios se halle fuera del ámbito subjetivo de control de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.
3. Las extensiones descritas en los puntos 1 y 2 anteriores serán objeto de análisis específico en función del origen de la amenaza de riesgo de acuerdo con la clasificación establecida en el apartado cuarto de esta resolución y las definiciones de su Anexo I.
Vigesimoprimero. Procedimientos de protección de la independencia y de la incompatibilidad

1.La competencia para iniciar y resolver los procedimientos de protección de la independencia y de la incompatibilidad corresponde al titular de la subdirección general de control financiero, o de la intervención delegada de fondos europeos salvo que la amenaza a la independencia o la incompatibilidad afecten al titular de dicha subdirección general o de dicha intervención delegada en cuyo caso será competente para resolver el procedimiento el titular de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, de acuerdo con el siguiente procedimiento:
a) El empleado público realizará una autoevaluación que consistirá en un análisis de su situación respecto al ente objeto de control a efectos de identificar posibles amenazas a la independencia o situaciones de incompatibilidad. Todos los integrantes del equipo de control, quedan obligados a autoevaluarse. Esta autoevaluación se realizará por cada trabajo de control específico que se lleve a cabo, conforme a lo indicado en los Anexos V (Cuestionario de autoevaluación de la protección de la independencia y la incompatibilidad) y Anexo VI (Documento de conclusiones sobre la autoevaluación de la independencia y la incompatibilidad para un trabajo de control concreto).
b) Dicha autoevaluación será trasladada al superior jerárquico del empleado público quien, en caso de que se hayan detectado posibles amenazas a la independencia o situaciones de incompatibilidad, la remitirá al órgano competente para iniciar el procedimiento según lo señalado en el párrafo anterior.
c) El superior jerárquico del empleado público, una vez recibida la autoevaluación o llegada a su conocimiento alguna de las circunstancias de incompatibilidad o riesgo de falta de independencia suspenderá cautelarmente, si no perjudica al servicio público, durante el menor tiempo posible sin exceder de tres días hábiles, las labores de control del miembro del equipo con capacidad para influir afectado por la amenaza de riesgo a la independencia o la incompatibilidad y realizará una memoria donde se contenga la evaluación y la propuesta para mitigar los riesgos a la independencia o la incompatibilidad. Al realizar esta suspensión ponderará, el cumplimiento de la obligación legal de realizar el control en relación con los riesgos de incumplimiento del principio de independencia o generación de la incompatibilidad.
Si con el establecimiento de las salvaguardas se mitiga o reduce el riesgo de forma razonable a límites adecuados, no será preciso realizar más procedimientos, salvo la comunicación al titular de la Intervención General de la Comunidad de Madrid. En caso contrario o cuando la situación de riesgo afecte a los titulares de la subdirección general de control financiero, o del titular jefe de la intervención delegada de fondos europeos, se continuará el procedimiento y el órgano competente según lo señalado en el apartado primero resolverá tomando como base esta resolución de protección de la independencia o en su defecto las normas sobre independencia del sector público o aquellas que pudieran ser más idóneas de entre las normas del contexto internacional.
2.La tramitación del procedimiento de evaluación y resolución de la amenaza a la independencia o incompatibilidad se resolverá con la mayor celeridad posible y en el plazo máximo de diez días hábiles, sin perjuicio de que a la luz de las evidencias obtenidas o dispuestas se tomen las medidas cautelares que se consideren proporcionadas para proteger la independencia y el interés público. Dicho plazo quedará interrumpido en caso de que sea necesario que se aporte mayor documentación o que se planteen aclaraciones necesarias para su adecuada evaluación.
3.La comunicación de la resolución adoptada se realizará a través de la subdirección general de intervención y fiscalización, quien la remitirá además a los órganos competentes para la adopción de decisiones, cuando los resultados de la valoración pudieran afectar a la organización de la unidad o al ejercicio de las competencias atribuidas a la intervención delegada.

Los procedimientos de protección de la independencia se concretarán en lo establecido en los Anexos V y VI y estarán relacionados con el tipo de trabajo concreto de control. Estos tendrán validez hasta la fecha de emisión del informe. Dichos procedimientos no agotarán los plazos establecidos si se producen elementos o supuestos modificadores de los hitos de protección de la independencia, que deberán comunicarse de forma inmediata.

En aquellas medidas destinadas a proteger una situación de riesgo de independencia declarada o detectada, el plazo será aquel que resulte necesario para reducir a un nivel razonablemente aceptable el riesgo que en ningún caso deberá exceder el ejercicio económico.
Vigesimosegundo. Medidas adicionales para la protección de la independencia

1.Sistema de rotación en el puesto de trabajo o en el trabajo del auditor público:

Con el fin de evitar o reducir a límites razonables el riesgo de amenaza a la independencia, previa valoración de las circunstancias concretas, el titular de la subdirección general de control financiero o el de la intervención delegada de fondos europeos a propuesta del auditor público afectado por alguno de los procedimientos descritos en el apartado anterior, procederá a un cambio en al menos un miembro del equipo con capacidad de influir a que se refiere el Anexo I, punto 3 en un plazo no superior a seis años contados desde la fecha de finalización del ejercicio en que se haya efectuado la primera actividad relevante de control.

Este miembro del equipo podrá volver a desempeñar el ejercicio de control, en la entidad controlada de que se trate, en el plazo de 2 años a contar desde la finalización del ejercicio en que se haya producido el cambio o en el momento en que varíen los miembros responsables de los órganos de gestión de la entidad controlada si este es anterior.

La aplicación de la rotación será oportuna en las condiciones indicadas cuando no haya variado ninguno de los miembros responsables de los órganos de gestión de la entidad controlada y ninguno de los miembros del equipo con capacidad de influir. En el supuesto de que se produzca algunas de las variaciones indicadas comenzaría nuevamente el cómputo de plazo de seis años.
2.Empresas de auditoría contratadas
En el caso de que se contraten empresas auditoras de conformidad con lo dispuesto en la disposición adicional séptima de la Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid, deberán incluirse en los documentos contractuales que correspondan (pliegos, contrato, etc.) el siguiente contenido:
a. Se facilitará a las empresas de auditoría privada en los trabajos en que colaboren en virtud de la citada disposición adicional séptima la información sobre la regulación de la protección de la independencia y la incompatibilidad que figuran en la presente resolución y les exigirá que documenten la protección de la independencia y la incompatibilidad en las mismas condiciones que si se tratara de personal dependiente de la Intervención General de la Comunidad de Madrid

b. A los efectos de aplicar los criterios de esta resolución a los miembros del equipo de la empresa privada se les considerará personas que son susceptibles de generar influencia, en los términos establecidos en el apartado 3 del Anexo I
c. Considerando la existencia de salvaguardas regulatorias en el caso de los empleados públicos que no están establecidas en las empresas de auditoría privada, se aplicarán supletoriamente las disposiciones existentes en la regulación de auditoría de cuentas siempre que no vulneren las normas sobre independencia fijadas en la regulación pública. En particular, se emplearán supletoriamente mediante la correspondiente adaptación, los criterios que figuran en los artículos 19, 20, 23 y 24, referidos a incompatibilidades derivadas de situaciones que concurren en personas o entidades relacionadas directamente con el auditor de cuentas o sociedad de auditoría, las que se derivan de personas relacionadas con la red del auditor o sociedad de auditoría, las prohibiciones posteriores a la finalización del trabajo de auditoría, y las relacionadas con los honorarios de auditoría, de la Ley 22/2015, de 20 de julio, de Auditoría de Cuentas y el desarrollo reglamentario. Asimismo, se aplicarán los criterios de rotación y limitaciones relativas a las contrataciones sucesivas de auditores para la realización de trabajos sobre una misma entidad establecidas en la disposición adicional segunda de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, General Presupuestaria, de aplicación supletoria en la Comunidad de Madrid.
d. La extensión temporal de las amenazas a la independencia o a la incompatibilidad se contarán desde la fecha del inicio del ejercicio anterior al controlado hasta la fecha del informe de auditoría o documento similar y las prohibiciones se extenderán durante dos años contados desde la fecha de emisión del informe o documento equivalente.
e. No obstante, lo indicado en los apartados a) a d) anteriores, la valoración de los riesgos de amenazas a la independencia y a la incompatibilidad partirán de la autoevaluación de las empresas privadas de auditoría. Dicha autoevaluación será revisada por la subdirección general de control financiero, o por la intervención delegada de fondos europeos quienes en atención al interés público en la ejecución de los trabajos podrán considerar salvaguardas que mitiguen los efectos de aplicar en el contexto de la auditoría en el sector público, criterios establecidos por la regulación de auditoría privada.
f. No resultarán de aplicación a las empresas de auditoria contratadas y a su personal, las leyes y los reales decretos de carácter general mencionados en el Anexo II de esta resolución.
Vigesimotercero. Documentación de los procedimientos de protección de la independencia.
Los procedimientos abiertos de protección de la independencia serán archivados junto a los papeles de trabajo de la actuación de control a que se refieran. Si los procedimientos de protección afectan a varios trabajos, se archivarán en una carpeta específica creada al efecto.  En el caso de que afecten a un único trabajo se archivarán en los papeles de trabajo correspondientes de acuerdo con los formatos incluidos en los Anexos V y VI.  En el supuesto de que se produzca alguna incidencia, comunicación y consulta, se archivaran en los formatos que figuran en los Anexos VII (Comunicación o consulta formulada en relación con algún supuesto de protección de la independencia y la incompatibilidad) y VIII (Memoria de evaluación de la protección de la independencia y la incompatibilidad realizada por el responsable correspondiente).
Vigesimocuarto. Comunicación y formación para la protección de la independencia.
La protección de la independencia se comunicará y se divulgará a toda la organización y se integrará en los planes de formación recurrentes.

Asimismo, cuando existan dudas sobre la comprensión por cualquier persona afectada por el ámbito subjetivo de esta resolución de la regulación de la protección de la independencia e incompatibilidad o sobre una situación específica que se considere que pone en riesgo el principio de independencia o de incompatibilidad, deberá comunicarse al superior jerárquico con carácter inmediato, con el formato establecido en los Anexos VII y VIII de esta resolución.
Vigesimoquinto. Efectividad de la Resolución.
La presente resolución surtirá efectos a partir del día de su firma. En el plazo de un mes desde su firma, el personal incluido en el ámbito de aplicación de la sección segunda deberá realizar la primera autoevaluación a la que se refiere el apartado decimoprimero debidamente documentada.
ANEXO I: DEFINICIONES EN MATERIA DE PROTECCIÓN DE INDEPENDENCIA E INCOMPATIBILIDAD

En este anexo se definen aquellos conceptos más significativos contenidos en la resolución que necesitan de una concreción o desarrollo adicional para facilitar su aplicación. Será de aplicación para todo el personal sometido al ámbito subjetivo de esta resolución.
1. Independencia: se entiende por tal, la ausencia de intereses o influencias que puedan menoscabar la objetividad del empleado público que realiza funciones de control o auditoría para actuar con absoluta libertad en la emisión de su juicio profesional en relación con la actividad y la entidad controladas, lo que implica que se halle libre de toda incompatibilidad; así como de ausencia de riesgo de amenaza a dicha libertad y objetividad que no pueda ser reducido a límites razonables con las correspondientes salvaguardas. 

La independencia no consiste sólo en el hecho de que los empleados públicos que realizan funciones de control o auditoría sean independientes, sino en que los demás los consideren como tales.
2. Objetividad: implicará que no se prestará el servicio de control o auditoría si existe algún interés o relación que pueda sesgar o influir indebidamente su juicio profesional.

3. Personas susceptibles de generar influencia: serán susceptibles de generar relación de influencia con la entidad controlada, aquellos empleados públicos que firmen el informe o documento equivalente donde se recojan los resultados del trabajo o responsables del control. En determinadas circunstancias también podrán generar relaciones de influencia los directores de auditoría o control o puestos similares que puedan tener capacidad de influencia en los resultados, determinada por el procedimiento normativo establecido en la supervisión y emisión de informes o documentos similares.  

Se entenderá que no será susceptible de generar influencia el superior jerárquico, por su mera condición de tal, cuando no esté prevista procedimentalmente su intervención en una norma o cuando, si lo está, el firmante del informe o documento equivalente pueda excusar dicha rúbrica. En caso contrario el superior jerárquico pasaría a generar influencia de forma directa.
4.
Autorrevisión: riesgo de no evaluar apropiadamente el resultado de decisiones o servicios prestados con anterioridad en actividades ajenas a las competencias de control de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

5.
Interés propio: riesgo generado por la existencia de un conflicto financiero o de otro tipo, incluido el motivado por la existencia de relaciones o intereses económicos comunes que pueda influir en los trabajos de control.

6.
Familiaridad o confianza: riesgo generado por la influencia y proximidad excesiva derivada de las características, condiciones y circunstancias de la relación con la entidad controlada y sus órganos de dirección o de gobierno. Se entenderá que dicho riesgo aumenta con la extensión temporal y la proximidad directa de la relación y se resolverá cuando se produzca el cambio de alguna de las partes de dicha relación.

7. Intimidación: riesgo generado por la posibilidad de ser disuadido o condicionado por presiones inapropiadas, en particular causadas por la entidad controlada o sus órganos de dirección o gobierno.  

8. Relación laboral: se entenderá por relación laboral aquella que surge por aplicación de la legislación laboral, estatutaria o administrativa. 
9. Otra relación: se entenderá por otra relación aquella que pueda tener su origen en asuntos de carácter comercial o financiero o de cualquier otra índole que, siendo distintos de otros identificados, pueda generar riesgo de amenaza de independencia para el empleado público. 
10. Fuente directa o indirecta de la amenaza: se entenderá como directa aquella producida entre el empleado público susceptible de ser generador de influencia y la entidad controlada. Se entenderá como amenaza indirecta aquella producida entre el auditor y las extensiones subjetivas de la entidad controlada o entre las extensiones subjetivas del empleado que realiza funciones de control o de auditoría y la entidad controlada o entre las extensiones subjetivas de ambas partes, si bien en este último caso la influencia normalmente será leve o fácilmente cubierta con salvaguardas.  
11. Participación directa en las actividades de control: se corresponde con aquella que podría desplegar el empleado público que realiza funciones de control o auditoría que está en posición de generar influencia, bien sea como firmante del informe o documento equivalente donde se recojan los resultados del trabajo o como director en determinadas circunstancias, dependiendo de la estructura del control, la composición de los equipos y su supervisión.  
12. Órgano de administración: se entiende por tal, con independencia de su denominación, el que realiza las labores de gestión de acuerdo con las competencias fijadas por las normas correspondientes en función su naturaleza jurídica.  

13.
Alta dirección o alto cargo: aquellos cargos, cualquiera que sea su vinculación jurídica, laboral o de otra índole, en los que la actividad desplegada en la entidad controlada genere riesgo de autorrevisión en la labor de control, de interés directo o de cualesquiera otros riesgos. Esta consideración dependerá de la estructura o criterios organizativos de la entidad controlada y de la materia y objeto del control.  

14.
Responsable del área económica financiera: se entiende por responsables del área económica-financiera de la entidad controlada, quienes ocupen un cargo de responsabilidad en relación con la dirección o de supervisión de dicha área o quienes, cualquiera que sea su vinculación jurídica o cargo en la entidad, puedan ejercer una influencia determinante en las políticas contables, presupuestarias o financieras de la entidad controlada.  

15.
Supervisión o control interno: se entiende por responsable de la supervisión o del control interno a quien tenga atribuidas facultades para orientar y revisar o controlar la política y procedimientos de la entidad controlada. 
16.
Comunicación inmediata de la incompatibilidad: circunstancia que se habrá de producir en el momento de conocimiento del hecho con independencia de la situación o grado de madurez en que se encuentre el trabajo o la realización del informe o incluso, una vez emitido este.

17. Tener amistad íntima o enemistad manifiesta o cuestión litigiosa con gestores o responsables de la entidad o directivos: 

Se entenderá que se incurre si el supuesto de hecho surge respecto a los siguientes responsables de la entidad controlada: 

a)
Miembros del órgano de administración o puesto similar que se puedan ver afectados por los resultados del trabajo de control.
b)
Altos cargos de la entidad controlada 

c)
Responsables del área económica-financiera o de supervisión o control interno. 

Dicha amistad íntima o enemistad manifiesta tiene que ser evidenciada con hechos constatables y demostrables en el proceso de evaluación de la protección de la independencia, distintos de los que pudieran derivarse del principio contradictorio empleado en el contraste de los resultados de los trabajos de control.
18. La cuestión litigiosa deberá exceder de los límites de discusión o criterios técnicos derivados de los resultados de los controles y no tener base o soporte directa o indirectamente en dichos criterios. 

19. Incurso en procesos judiciales penales: en cualquier calidad (querellado, investigado, testigo o perito, etc.) que pudiera generar riesgo de autorrevisión en la toma de decisiones o postura a la considerada al tiempo de haber realizado el control.  
20. Importancia relativa o materialidad: se entiende que una cuestión tiene importancia relativa como para generar una amenaza a la independencia en un supuesto que genere autorrevisión o interés personal cuando el importe involucrado sea igual o superior a la materialidad global que cabría establecer de acuerdo con la norma de materialidad aplicable.

21. Salvaguardas: son acciones u otras medidas tendentes a eliminar o reducir las amenazas a la independencia a un nivel aceptable. Las salvaguardas han de ser adecuadas, suficientes y proporcionadas en relación con los factores de riesgos que amenacen la independencia que se quiera mitigar. Si la importancia de estos factores en relación con las medidas de salvaguarda aplicadas es tal que compromete la independencia del empleado público que realiza funciones de control o auditor público, este se abstendrá de realizar los trabajos una vez realizada la evaluación y de acuerdo con el procedimiento establecido.  

Las incompatibilidades no podrán mitigarse con salvaguarda alguna. 

22. Tipos de salvaguardas: las creadas por las leyes y reglamentaciones y las generadas en el entorno del trabajo. Las primeras se refieren a las características fijadas por las normas en relación con la actividad del empleado que realiza funciones de control o auditoría y de la entidad controlada, las segundas se concretan en el establecimiento de un sistema de control de la independencia de carácter general y según los tipos de trabajo.
23.  Definiciones específicas en el ámbito del control de fondos europeos

Control de fondos europeos. Extensión subjetiva de la entidad controlada. Las autoridades de los programas, los órganos y organismos y, en su caso, beneficiarios y destinatarios últimos, se definen según lo establecido en los correspondientes reglamentos europeos.

ANEXO II: REGULACIÓN PÚBLICA GENERAL MÁS RELEVANTE RELACIONADA CON LA INDEPENDENCIA Y LA INCOMPATIBILIDAD 
Ha de ser de conocimiento general del empleado que realiza funciones de control, puesto que se refiere a la legislación del contexto en que se desarrolla su actividad como empleado público. El conocimiento general de esas normas, junto con la asimilación precisa de la Resolución conllevará disponer de formación en esta materia.

Este Anexo es común para todo tipo de control.

1.
Reglamento (UE, Euratom) 2018/1046 del Parlamento europeo y del Consejo de 18 de julio de 2018 (Reglamento financiero), artículo 61.

2.
Ley 53/1984, de 26 de diciembre, de Incompatibilidades del Personal al Servicio de las Administraciones Públicas, artículos 1.3, 8, 11, 12, 20 en relación con la prevención y corrección de incompatibilidades.

3.
Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, del Código Penal, artículos 419 a 422 y 441, a la aceptación de regalos y dádivas por funcionario público y a la prestación de determinados servicios a organizaciones privadas en concurrencia con intervenciones por razón de su empleo público, respetivamente.

4.
Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid y Decreto 45/1997, de 20 de marzo, por el que se desarrolla el Régimen de Control Interno y Contable ejercido por la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

5.
Ley 9/2017, de 8 de noviembre, de Contratos del Sector Público, artículo 64.

6.
Ley 19/2013 de 9 de diciembre, de transparencia, acceso a la información pública y buen gobierno, artículos 26 y 27, referidos a los principios de buen gobierno y a las infracciones y sanciones en materia de conflicto de intereses.

7.
Ley 14/1995, de 21 de abril, de Incompatibilidades de Altos Cargos de la Comunidad de Madrid.

8.
Orden 55/1985, de 1 de febrero, de la Consejería de Economía y Hacienda, por la que se aprueba el formulario para la solicitud de compatibilidad de actividades.

9.
Ley 40/2015, de 1 de octubre, de Régimen Jurídico del Sector Público, los artículos 23 y 24 sobre abstención para intervenir en asuntos donde pueda haber conflicto de intereses y la recusación cuando se detecten posibles situaciones de abstención no conocidas o reveladas, respectivamente.

10.
Real Decreto Legislativo 5/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley del Estatuto Básico del Empleado Público, artículos 53, 54 y 95, referidos a principios éticos, principios de conducta y a la consideración de falta disciplinaria muy grave el incumplimiento de las normas de incompatibilidad, respectivamente.

11.
Circular 1/1998, de 26 de enero, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, por la que se dictan instrucciones sobre el ejercicio de la función fiscalizadora.

12.
Circular 2/1997, de 27 de junio, de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, de Control Financiero.

13.
Resolución de 1 de septiembre de 1998, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se ordena la publicación de la Resolución que aprueba las Normas de Auditoría del Sector Público (aplicación supletoria).

14: Resolución de 25 de octubre de 2019, de la Intervención General de la Administración del Estado, por la que se aprueba la adaptación de las Normas de Auditoría del Sector Público a las Normas Internacionales de Auditoría.

ANEXO III. CONFIRMACION DE INDEPENDENCIA DEL PERSONAL DE LA INTERVENCIÓN DELEGADA/ UNIDAD DE CONTROL MATERIAL DE LA INVERSION EN ACTUACIONES RELATIVAS AL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA
Este Anexo es aplicable solo al personal al que se refiere la sección segunda de esta resolución.

En calidad de personal asignado al área de función interventora en la intervención delegada…………………………/unidad de control material   de la inversión confirmo que he leído y entendido y confirmo el cumplimiento de los requerimientos que me son de aplicación en los siguientes términos:

1. Desde mi adscripción como personal de la intervención delegada……………………………………. / unidad de control material de la inversión, no tengo la condición de miembro del órgano de administración de ninguna de las entidades del sector público que constituyen el ámbito subjetivo de control al que estoy adscrito 

2. Desde los dos años anteriores al inicio de las actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación, no tengo ni he tenido la condición de miembro del órgano de administración ni he desempeñado un puesto de trabajo de alta dirección o de alto cargo en la consejería, organismo o entidad objeto de control. Tampoco he desempeñado funciones de responsable del área económica financiera o de supervisión o control interno en la consejería, organismo o entidad objeto de control. En relación con mis familiares con vínculos estrechos, respecto a las posibles incompatibilidades derivadas de una posible condición ostentada o puesto desempeñado, confirmo en base a mi leal saber y entender que no tengo conocimiento de que ninguno de mis familiares con vínculos estrechos sea administrador o alto cargo, desempeñen puestos de trabajo de alta dirección, sean responsables del área económico-financiera o responsables de las funciones de supervisión o control interno en la consejería, organismo o entidad objeto de control.

3. Desde el inicio del ejercicio de actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación (o en el caso de la primera evaluación, “desde la asignación de actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora”), no tengo vínculos familiares estrechos con personal perteneciente al órgano controlado, distintos de los señalados anteriormente. Tampoco tengo amistad íntima o enemistad manifiesta con los gestores responsables de los órganos sujetos a control ni ninguna cuestión litigiosa con la consejería, organismos o entidades sujetas a control o con alguno de sus directivos.

4. Desde el inicio del ejercicio de actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación (o en el caso de la primera evaluación, “desde la asignación de actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora”), no estoy incurso/a en procesos judiciales penales por hechos cometidos en el ejercicio de actuaciones competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid.

5. Desde el inicio del ejercicio de actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación (o en el caso de la primera evaluación, “desde la asignación de actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora”), no he realizado actuaciones de control que afecten a decisiones o trabajos realizados anteriormente en la consejería, organismos o entidades sujetas a control (se exceptúan las actuaciones relativas a las distintas modalidades de control competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid sobre una misma entidad.).
6. Desde el inicio del ejercicio de actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación (o en el caso de la primera evaluación, “desde la asignación de actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora”), no formo parte ni asisto a órganos colegiados del órgano sujeto a control (se exceptúa la asistencia a órganos colegiados que cumplen alguno de los siguientes requisitos: actuaciones previstas en la  Ley 9/1990, de 8 de noviembre, reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid  y en las demás normas presupuestarias y reguladoras de la gestión económica-financiera del sector público; que no tienen un efecto directo o tienen un efecto de poca importancia relativa, por separado o de forma agregada, en las actuaciones objeto de control; y cualesquiera otras actividades derivadas de las competencias asignadas en las leyes que se realizan en el entorno o como complemento de la función interventora).

7. Desde el inicio de los dos años anteriores al inicio de las actuaciones de función interventora para el que se solicita esta confirmación (o en el caso de la primera evaluación, “desde la asignación de actuaciones relativas al ejercicio de la función interventora”), no he tenido relación laboral con la consejería, organismo o entidad sujetos a control.

Fecha:

Firma:
Nombre:

Ámbito que cubre esta confirmación:

1. Función interventora

(Se enumerarán las áreas o servicios asignados dentro de la Consejería, Organismo o Entidad).

ANEXO IV. COMUNICACIÓN DE SITUACIONES DE INCOMPATIBILIDAD O DE AMENAZA A LA INDEPENDENCIA DEL PERSONAL DE LA INTERVENCIÓN DELEGADA 
/ UNIDAD DE CONTROL MATERIAL DE LA INVERSION, EN ACTUACIONES RELATIVAS AL EJERCICIO DE LA FUNCIÓN INTERVENTORA

Este Anexo es aplicable solo al personal al que se refiere la sección segunda de esta resolución.
D……………………………………………perteneciente al Cuerpo…………………………, con NRP……………………….., en calidad  de personal asignado al área de función interventora en la intervención delegada…………………………/unidad de control material  de la inversión, 

COMUNICO

Que en relación con las actuaciones de función interventora a realizar por esta intervención delegada/unidad de control material de la inversión, considero, una vez realizada la autoevaluación de mi situación respecto de la consejería, organismo/s y entidad/es objeto de control (o en su caso “como consecuencia de circunstancia sobrevenida posterior a la realización de la correspondiente autoevaluación de mi situación respecto de la consejería, organismo/s y entidad/es objeto de control”) que me encuentro incurso en las siguientes situaciones de incompatibilidad y/o de amenaza a la independencia

1. Haber tenido la condición de miembro del órgano de administración o haber desempeñado un puesto de trabajo de alta dirección o de alto cargo, o funciones de responsable del área económica financiera o de supervisión o control interno en la consejería, organismos o entidades objeto de control, en los dos años anteriores al inicio de las actuaciones de función interventora (Se identificará el órgano de administración al que se hubiera pertenecido, el puesto de trabajo de alta dirección, de alto cargo o de responsable del área económico-financiera, de supervisión o control interno, que se hubiera desempeñado, así como las fechas de inicio y final de desempeño acompañando la correspondiente documentación acreditativa).

2. Tener vínculos familiares estrechos con personas que pertenezcan a los órganos de administración o sean altos cargos, desempeñen puestos de trabajo de alta dirección, sean responsables del área económico-financiera o responsables de las funciones de supervisión o control interno en la consejería, organismos o entidades objeto de control (Se identificará el órgano de administración al que pertenece el familiar o el puesto de trabajo de alta dirección, de alto cargo o de responsable del área económico-financiera, de supervisión o control interno desempeñado por el mismo, así como el vínculo del empleado público con el familiar).

3. Tener vínculos familiares estrechos con personal perteneciente al órgano controlado, distintos de los señalados anteriormente o amistad íntima o enemistad manifiesta con los gestores responsables de los órganos sujetos a control o tener una cuestión litigiosa con la consejería, organismos o entidades sujetas a control o con alguno de sus directivos (Se especificarán según la circunstancia de que se trate, los puestos de trabajo del personal del órgano controlado y el vínculo familiar, la relación mantenida de amistad o enemistad manifiesta o la cuestión litigiosa. Se describirá, a juicio del propio empleado, el modo en que la circunstancia señalada puede comprometer su independencia, identificando en todo caso de forma concreta la relación de las personas afectadas con las actuaciones objeto de función interventora o el interés que pudieran tener en las decisiones que se adopten).

4. Estar incurso en procesos judiciales penales por hechos cometidos en el ejercicio de actuaciones competencia de la Intervención General de la Comunidad de Madrid (Se identificará el proceso judicial y se describirá la participación en el mismo, aportando la documentación necesaria a estos efectos).

5. Realizar actuaciones de función interventora que afecten a decisiones o trabajos realizados anteriormente en la consejería, organismos o entidades sujetos a control (Se identificarán las decisiones o trabajos realizados, las fechas, los destinatarios y se describirán brevemente su contenido y relación con las actuaciones de función interventora).

6. Formar parte o asistir a órganos colegiados de la consejería, organismos o entidades objeto de control, que no cumplan los requisitos de excepción previstos en el apartado sexto 1. 5º de esta resolución. (Se identificará el órgano colegiado de que se trate, la participación en el mismo y la normativa de creación y funcionamiento del mismo).

7. Haber tenido una relación laboral con la consejería, organismos o entidades objeto de control en los dos años anteriores al inicio de las actuaciones de función interventora (Describir brevemente la relación laboral señalando el órgano en el que se desempeñó el puesto de trabajo, períodos de desempeño y funciones desarrollados, aportando la correspondiente documentación acreditativa)
Fecha y firma:
Nombre:

Relación de documentación que se acompaña a esta Comunicación

(Enumerar)
ANEXO V: CUESTIONARIO DE LA AUTOEVALUACIÓN DE LA PROTECCIÓN DE LA INDEPENDENCIA Y LA INCOMPATIBILIDAD DEL PERSONAL DE CONTROL FINANCIERO, AUDITORIA Y LA INTERVENCION DELEGADA DE FONDOS EUROPEOS
Recoge un cuestionario a nivel general, recordatorio de la autoevaluación, en el que se recorre de forma sistemática las referencias a la legislación aplicable a modo de preguntas. La posible respuesta es “sí”, “no” y “no aplica (N/A)”. La confección del citado cuestionario será la base para responder a los temas planteados en el Anexo VI. En el caso de que se detecte un riesgo de amenaza a la independencia o a la incompatibilidad, se pondrá de manifiesto de acuerdo con el procedimiento establecido en el apartado vigésimo primero de esta resolución referido a “los procedimientos de protección de la independencia y de la incompatibilidad”, detallando el motivo de esta amenaza y conllevará la confección de los Anexos VII y VIII de esta resolución.

Sin perjuicio de lo indicado, cualquier respuesta a este cuestionario del Anexo V, distinta de la opción “no”, deberá justificarse detalladamente y formularse la cuestión o consulta con los formatos y el procedimiento indicados.
	
	Situación  
	no 
	sí 
	N/A 

	1 
	¿Se encuentra en alguna de las situaciones que prevé la legislación general sobre independencia e incompatibilidad que se halla incluida en el Anexo II? 
	 
	 
	 

	2 
	Sin perjuicio de los puntos concretos que serán revisados en relación con el cumplimiento de la legislación sobre independencia e incompatibilidad, ¿Hay alguna circunstancia o condición que impida poder realizar con garantía razonable el criterio del Anexo I punto 1? 
	 
	 
	 

	3 
	Sin perjuicio de los puntos concretos en relación con la legislación sobre independencia e incompatibilidad, ¿Hay alguna circunstancia o condición que impida realizar su trabajo con la objetividad e imparcialidad a que se refiere el Anexo I punto 2? 

 
	 
	 
	 

	4 
	¿Existe conflicto de interés en relación con el Anexo I punto 2 sobre la objetividad o por alguna de las circunstancias derivadas de situaciones personales que se desarrollan en el apartado decimoctavo epígrafe a) de esta resolución? 


	 
	 
	 

	5 
	¿Existe conflicto de interés, teniendo en cuenta las definiciones del Anexo I puntos 8 y 9, por alguna de las circunstancias derivadas de servicios prestados que desarrolla el apartado decimoctavo epígrafe b) de esta resolución?  

 
	 
	 
	 

	6
	¿Existe riesgo de independencia considerando el Anexo I puntos 4 a 7?


	
	
	

	7
	¿Existe alguna circunstancia de incompatibilidad recogida en el apartado quinto de esta Resolución de acuerdo con las definiciones que figuran en el Anexo I puntos 11 a 16?
	
	
	

	8
	¿Existe alguna circunstancia que amenace a la independencia del auditor público a que se refiere apartado sexto de esta resolución, y en el Anexo I puntos 10 y 17 a 20? 
	
	
	

	9
	En el caso de que se hayan detectado riesgos para la Independencia, ¿se han de establecer las salvaguardas desarrolladas en el Anexo I puntos 21 y 22, teniendo en cuenta, en su caso, los ejemplos que se incluyen en el Anexo IX? 
	
	
	

	10
	Si en el trabajo se han empleado auditores colaboradores a los que se refiere la disposición adicional séptima de la Ley reguladora de la Hacienda de la Comunidad de Madrid ¿se han dejado de aplicar los procedimientos previstos en esta resolución teniendo en cuenta lo establecido en el punto 2 del apartado vigésimo segundo?
	
	
	


D. XXX, empleado público del Cuerpo XXX con NRP XXX que desempeña su puesto de trabajo en XXX, confirmo, de acuerdo con mi leal saber y entender, lo siguiente:
______________________________

Nota:  

Cuando no haya ninguna incidencia, se marcará con una x en la casilla la respuesta que corresponda a “no”. En caso de que se aprecie alguna situación de riesgos, se marcará con una x en la casilla que corresponda a la respuesta “sí” y habrá de ponerse de manifiesto de acuerdo con el procedimiento establecido (Anexos VII y VIII). “N/A” habrá de explicar en documento aparte. 

Fecha y firma

ANEXO VI: DOCUMENTO DE CONCLUSIONES SOBRE LA AUTOEVALUACIÓN DE LA INDEPENDENCIA Y LA INCOMPATIBILIDAD PARA UN TRABAJO DE CONTROL CONCRETO. 

Hace referencia a la evaluación que ha de realizar el auditor público en cada uno de los trabajos que aborde y tendrá carácter recurrente, bien por nueva confección, bien por confirmación de la evaluación existente.
D. XXXXX, empleado público del Cuerpo XXXX con NRP XXX que desempeña su puesto de trabajo en XXX

En relación con el trabajo XXX que se me ha asignado confirmo, de acuerdo con mi leal saber y entender, lo siguiente: 

(En caso de no existir problema con la protección de la independencia o la incompatibilidad:) 

1)
Tengo conocimiento actualizado y comprendo la regulación general de la independencia 

2)
Que, una vez realizada la autoevaluación de la independencia e incompatibilidad regulada en la legislación correspondiente, no me hallo en ninguno de los supuestos de amenaza de riesgo de independencia o incompatibilidad

3)
Que de haber una situación de riesgo en la protección de la incompatibilidad y la independencia lo habría comunicado a mi inmediato superior, de acuerdo con los procedimientos establecidos de acuerdo con el formato del Anexo VII, a los efectos de que se hubieran establecido las correspondientes salvaguardas.

4) He realizado la autoevaluación de la protección de la independencia o la incompatibilidad determinada en el Anexo V. 
(En caso de haber existido alguna situación de riesgo para la independencia o existencia de incompatibilidad)
	Considerando las características de la actividad de control que ha de ser realizada y aplicando los conocimientos indicados, concretados en el Anexo V, aprecio supuestos de riesgos de amenazas a la independencia o de incompatibilidad que he comunicado a mi inmediato superior de acuerdo con la comunicación cuyo formato contiene el Anexo VII y que adjunto a este documento, en el cual se describe el riesgo y, en su caso se propone la correspondiente salvaguarda. Concluido el procedimiento de comunicación se decide que se puede desempeñar el trabajo de control aplicando la salvaguarda establecida, tal y como se indica en la memoria realizada de acuerdo con el Anexo VIII por mi superior jerárquico


. 

(O alternativamente no puedo desempeñar mi trabajo de control y describir la situación) 

Por tanto, cumplido con este procedimiento, considero que la protección de mi independencia ha de considerarse adecuada. 

Fecha y firma

_____________________________
Nota

Este escrito habrá de firmarse cuando se produzca un nuevo trabajo de control tras consulta, en su caso, al superior jerárquico. 

Para la consulta o comunicación habrá de emplearse el formato que consta en el Anexo VII. Si el inmediato superior está de acuerdo con la salvaguarda propuesta, así se lo comunicará al empleado público que realizó la consulta mediante la confección de la memoria a que se refiere el Anexo VIII. No será preciso realizar más procedimientos en caso de acuerdo entre el auditor público y su inmediato superior, salvo la comunicación al titular de la Intervención General de la Comunidad de Madrid el cual podrá revaluar la evaluación realizada; en caso contrario se continuará con el procedimiento según se determina en el apartado Vigésimo primero. Todos los documentos se archivarán en los papeles de trabajo.
ANEXO VII: COMUNICACIÓN O CONSULTA FORMULADA EN RELACIÓN CON ALGÚN SUPUESTO DE PROTECCIÓN DE LA INDEPENDENCIA Y LA INCOMPATIBILIDAD

Cuando del proceso de autoevaluación de la independencia y la incompatibilidad se deduzca alguna situación que deba conocer o resolver el superior jerárquico del auditor público que se autoanaliza, se le comunicará de acuerdo con los criterios establecidos en este Anexo.
Cargo y nombre de inmediato superior 

D. XXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXXX, empleado público del Cuerpo XXXXXX con NRP XXXX que desempeña su puesto de trabajo en XXXXX, una vez realizada la autoevaluación prevista en el Anexo III me encuentro en la siguiente situación en relación con mi puesto de trabajo:  

	Describir el caso concreto que, según el criterio del empleado público o informante correspondiente, pueda generar la amenaza de riesgo a la independencia o incompatibilidad, detallando la norma concreta que presuntamente se vulneraría y documentando cada extremo sobre el que se basen los argumentos o criterios


Para proteger mi independencia y cumplir con las normas que regulan la materia propongo, en su caso, establecer la siguiente salvaguarda o medida:

	Descripción al inmediato superior o a quien corresponda de la salvaguarda que podría establecerse en el caso de que no sea una incompatibilidad, sino un riesgo de amenaza a la independencia. Dicha salvaguarda entiendo que reduce el riesgo de amenaza a la independencia a un nivel razonable.


Fecha y firma
_
___________________

Nota:  

Para la consulta o comunicación habrá de emplearse el formato que consta en este Anexo. 

Cualquier comunicación o consulta deberá estar lo suficientemente detallada y documentada como poder apreciar todos los extremos sobre los que se basan las dudas sobre el asunto, así como determinar de forma concreta y precisa qué legislación la soporta. 

Si el superior jerárquico está de acuerdo con la salvaguarda propuesta, así se lo comunicará al empleado público que realizó la consulta. Se archivará la documentación en los papeles de trabajo y no será preciso realizar más procedimientos, salvo la comunicación al titular de la Intervención General de la Comunidad de Madrid, el cual podrá revaluar la evaluación realizada. Para contestar el inmediato superior hará la memoria que se establece en el Anexo VI. 
ANEXO VIII: MEMORIA DE EVALUACIÓN DE LA PROTECCIÓN DE LA INDEPENDENCIA Y LA INCOMPATIBILIDAD

Hace referencia a la evaluación por parte del superior jerárquico o quien corresponda de acuerdo con el procedimiento de comunicación o conocimiento de la protección de la independencia o la incompatibilidad establecido en el punto vigésimo primero de esta Resolución referido a los procedimientos de protección de la independencia y la incompatibilidad.

Se trata, por tanto, de una memoria en la que se detalla la información existente sobre el riesgo de amenaza a la independencia o la incompatibilidad, el origen de la amenaza (recibido o comunicado), el análisis del riesgo y la salvaguarda que, en su caso, pueda ser aplicada, así como la conclusión sobre el riesgo como tal y su reducción a un nivel razonable con la correspondiente salvaguarda, o estimar el riesgo y decisión de apartar del trabajo al auditor público que tenga comprometida su independencia o se halle en un supuesto de incompatibilidad. Este apartamiento puede ser temporal como medida cautelar o definitivo. En cualquier caso, implica un procedimiento contradictorio entre las partes implicadas, cuyo resultado ha de incluirse en la propia memoria de evaluación.
I.-Conocimiento y comunicación del riesgo 

Con fecha xxxxx (me ha sido comunicada- por el propio auditor público o por la entidad controlada- o ha sido detectada por esta unidad que) el empleado público XXX asignado al puesto de trabajo XXX y al control xxxx, se halla incurso en un riesgo de amenaza de independencia o posible incompatilidad. Se adjunta a este documento la documentación que ha servido de base para tomar la decisión o que pudiera tener efecto en la protección de la independencia del citado empleado público.  

II.- Análisis del riesgo y, en su caso, proposición de salvaguardas  

En síntesis, el riesgo expuesto y documentado consiste en xxxx y está tipificado en el apartado XXX de la xxxx y la salvaguarda que se propone se centra en xxx.   

III Conclusión 

Se desestima
	Se considera que del análisis efectuado no se infiere el expresado riesgo para la independencia o la incompatibilidad expuesto por el empleado público (o deducido inicialmente por esta unidad) o por la entidad controlada y, por consiguiente, el empleado público solicitante o afectado puede desarrollar con normalidad sus funciones en relación con el citado control, sin perjuicio de mantener informada a esta unidad si se produce alguna variación que pueda suponer un incremento del riesgo.


Se estima y se establecen medidas de salvaguarda

	Se considera que, del análisis efectuado, se infiere el expresado riesgo para la independencia o la incompatibilidad expuesto por el empleado público (o deducido inicialmente por esta unidad o formulado por los representantes de la entidad controlada), que ha de mitigarse mediante la siguiente salvaguarda (describir de forma precisa la salvaguarda propuesta) hasta reducirlo a un nivel de significación aceptable. Con las medidas indicadas puede desarrollar con normalidad sus funciones en relación con el citado control, sin perjuicio de mantener informada a esta unidad si se produce alguna variación que pueda suponer un incremento de riesgo.


Se estima y se suspende la participación del empleado público en el control correspondiente

	Se considera que del análisis efectuado, se infiere el expresado riesgo para la independencia o la incompatibilidad expuesto por el empleado público (o deducido inicialmente por esta unidad o formulado por los representantes de la entidad controlada), por lo que dicho profesional ha de abstenerse de intervenir en el citado control, hasta que se resuelva la situación generadora del riesgo o la incompatibilidad analizada, sin perjuicio de mantener informada a esta unidad si se produce alguna variación que pueda suponer un incremento de riesgo


Nombre y cargo

Fecha y firma

ANEXO IX: EJEMPLOS DE AMENAZAS Y SALVAGUARDAS 

Contiene, sin ánimo de exhaustividad, ejemplos de amenazas y salvaguardas estándares que pueden ser utilizados tanto para alcanzar una mayor asimilación de la materia como para constituir propuestas en un caso concreto
A.- EJEMPLOS DE AMENAZAS 

I. Amenazas de interés propio 

1. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, tiene un interés financiero directo en la entidad controlada.  

2. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, mantiene una relación empresarial, comercial o financiera significativa con la entidad controlada. Basta con que esta relación sea significativa para una de las partes. 

3. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, entabla negociaciones con vistas a incorporarse a la plantilla de la entidad controlada.  

4. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, descubre un error significativo en un trabajo previo realizado.  

II. Amenazas de autorevisión

1. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, diseña e implementa un sistema de control interno que se impone sin alternativas a la entidad controlada, el cual es un elemento significativo en el objeto del control. 

2. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, realiza la contabilidad o prepara la información financiera.  

3. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, es o ha sido recientemente miembro del consejo de administración o de un órgano de similares funciones o directivo de un departamento o sección de la entidad controlada, relacionado directamente con el objeto del control. 

4. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, trabaja o ha trabajado recientemente para la entidad controlada en un puesto que le permite ejercer una influencia significativa sobre la materia objeto de análisis del encargo.  

5. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, presta un servicio a la entidad controlada que afecta directamente a la información sobre la materia objeto de análisis en el control.

III. Amenazas de familiaridad 

1. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, es familiar con vínculo estrecho de consanguinidad o afinidad o similar relación con algún miembro de la entidad controlada que ocupa un puesto de trabajo con capacidad de influir de forma significativa (empleado, encargado, etc.) en la materia objeto del control. Se entiende que a algunos puestos se les atribuye esta capacidad de influir por el mero hecho de estar en ese puesto, como, por ejemplo: administradores, responsables del control interno y responsables del área económica-financiera. 

2. Algún miembro de la entidad controlada que ocupa un puesto de trabajo con capacidad de influir de forma significativa (administrador, directivo, etc.) en la materia objeto del control ha sido recientemente auditor público con capacidad de influir en el control de la entidad controlada. 

3. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, acepta regalos, favor o servicio en condiciones ventajosas que vaya más allá de los usos habituales, sociales y de cortesía y sean de valor insignificante o de efecto intranscendente. 

4. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, se mantiene en el equipo de control durante un largo periodo de tiempo
 en la misma entidad controlada sin que se produzca variación en los participantes por ambas partes.  

IV. Amenazas de intimidación 

1. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, ha sido amenazado con un cambio en la regulación que afecta a la competencia del control.  

2. Se ha recibido una indicación de la entidad controlada de que se solicitará la inhabilitación o la recusación de un auditor público participante en el control con capacidad de influir por desacuerdo con el tratamiento técnico de alguna materia objeto del control

3. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, ha sido amenazado por la entidad controlada, o por algunos de sus responsables, con ser demandado.  

4. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, ha sido presionado para reducir de manera inadecuada la extensión de trabajo o el alcance del trabajo con el fin de reducir costes.  

5. Un auditor público participante en el control con capacidad de influir, ha sido informado por la organización a la que pertenece de que no será promocionado tal como estaba previsto, salvo que acepte un tratamiento técnico inadecuado o discutible por parte de la entidad controlada.

B.- EJEMPLOS DE SALVAGUARDAS 

I. Salvaguardas establecidas en la normativa.  

Son aquellas que de acuerdo con la legislación vigente protegen la objetividad del auditor público o la objetividad de las operaciones de la entidad controlada de forma más explícita y detallada que en otros sectores. A continuación, se incluyen algunos ejemplos de normas, sin que con ello se pretenda relatar todas estas disposiciones, sino simplemente presentar un conjunto de ejemplos de los que inferir unos principios o modos de actuación determinados.
1.- Normas que objetivan la selección del personal dependiente de la Administración Pública dentro de la cual se halla la organización competente para realizar el control.  

2.- Normas que objetivan y tasan la promoción, remoción, formación y ascenso de los empleados públicos 

3.- Normas que fijan principios de defensa de los intereses generales y códigos éticos en el desempeño de la función pública. 

4.- Normas específicas de defensa de la independencia e incompatibilidad de los empleados públicos encargados del control y las finanzas. 

5.- Normas de carácter financiero general en las que se fijan el coste de los servicios y sueldos públicos. 

6.- Norma de carácter financiero concreto que establece la obligación legal de auditarse como una competencia que no exige flujos de honorarios ni ningún otro emolumento entre entidades controladas y el auditor público. 

7.- Normas de carácter presupuestario en las que se determinan los criterios de fijación y manejo de los instrumentos presupuestarios y de endeudamiento. 

8.-Normas de carácter contractual donde se objetivan y desarrollan las relaciones de las Administraciones Públicas en relación con los contratos celebrados con terceros 

9.- Normas en que se fijan los ingresos tributarios de acuerdo con sus diferentes naturalezas y competencias. 

10.- Normas por las que se fijan y determinan los sistemas de subvención y ayudas públicas.

11.- Normas de índole administrativa en las que se describen competencias y funciones y sus formas tasadas de cambiarlas.

II. Salvaguardas establecidas en el entorno del trabajo de control 

En el entorno de trabajo, las salvaguardas aplicables variarán según las circunstancias y las estructuras de las organizaciones. Las salvaguardas en el entorno de trabajo comprenden las salvaguardas a nivel de la organización auditora y a nivel de cada control concreto. Considerando el gran contingente regulador existente en las Administraciones Públicas, muchas salvaguardas deducidas o establecidas en el entorno del trabajo se encuentran recogidas en normas de derecho positivo, con lo cual se produce una cierta relación entre unas y otras, que no tiene otra trascendencia que una mayor dificultad clasificatoria, incluso didáctica. 
1.- Por parte de la organización auditora se resalta la importancia del cumplimiento de los principios fundamentales de la independencia y la necesidad de su conocimiento por todos los miembros de la organización que intervengan en los controles. 

2.- Se establezcan políticas y procedimientos para implementar y extender los protocolos de independencia los cuales puedan ser operativos y comprobables en la supervisión y coordinación.  

3.- Existencia de políticas documentadas y orientadas a la necesidad de identificar las amenazas en relación con el cumplimiento de los principios fundamentales, de evaluar la importancia de dichas amenazas y de aplicar salvaguardas para eliminarlas o reducirlas a un nivel aceptable o, cuando no se disponga de salvaguardas adecuadas o éstas no se puedan aplicar la abstención o recusación correspondiente.  

4.- Políticas y procedimientos internos documentados y sistemáticos que constaten el cumplimiento de las normas sobre independencia. 

5.- Políticas y procedimientos que permitan la identificación de intereses o de relaciones entre los miembros de la organización auditora, o los miembros de los equipos de control y las entidades controladas.  

6.- Utilización de normas e incluso equipos distintos para la realización de aquellos controles que tenga una relevancia especial.  

7.-Políticas y procedimientos con el fin de prohibir a aquellos que no son miembros del equipo del encargo que influyan de manera inadecuada en el resultado del control.  

8.- Comunicación en tiempo oportuno de las políticas y procedimientos de la organización auditora, incluido cualquier cambio de los mismos, a todos los equipos de trabajo, y formación teórica y práctica adecuada sobre dichas políticas y procedimientos.  

9.- Nombramiento de un miembro de la alta dirección como responsable de la supervisión del correcto funcionamiento del sistema de protección de la independencia.  

10.- Información a todo el equipo de trabajo sobre las posibles extensiones subjetivas de las entidades controladas a los efectos de valorar la independencia, a través de la disposición de las diferentes bases de datos disponibles.  

11.-Existencia de un mecanismo disciplinario en las leyes correspondientes, incluido el Código Penal, para fomentar el cumplimiento de la independencia y la incompatibilidad.  

12.- Publicación de políticas y procedimientos para alentar y capacitar al personal para que comunique a los niveles superiores dentro de la organización auditora de cualquier cuestión relacionada con el cumplimiento de los principios fundamentales que les pueda preocupar. 

13.- Recurrir a una segunda opinión de un profesional de similar o superior categoría de quien emitió la primera opinión. 

14.- Recurrir al asesoramiento independiente concreto de algún asunto de la auditoría que se considere realizado por alguien con riesgo de falta de independencia. 

15.- Revelar a quien corresponda o esté afectado por los resultados de esta situación de riesgo de falta de independencia para valorar su opinión, siempre que no coarte la independencia de la entidad auditora. 

16.- Recurrir a técnicos de otra Administración Pública que tengan parecidas condiciones de competencia y experiencia. 

17.- Rotación del personal más antiguo del equipo de trabajo para tratar de tener en consideración otra visión del asunto.  

_____________________________

Las salvaguardas pueden ser propuestas por el personal afectado, por otro miembro de la organización o del equipo y por el superior jerárquico, pero siempre habrá de ser decidida su aplicación por este último de acuerdo con lo establecido en el apartado Séptimo de esta Resolución.

� Superior a seis años
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